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I) NOVEDADES NORMATIVAS

1.- ESTADO

-Orden Viv/1744/2008, de 9 de junio, por la que se regula el registro General del Código Técnico de la Edificación. (BOE 19/6/2008).

Dicha Orden se dicta en cumplimiento de lo previsto en la Disposición final tercera del Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación.

Una de las principales novedades que introdujo el CTE fue la creación de los documentos reconocidos del CTE, como una nueva categoría de instrumentos que se definen como documentos técnicos y que cuentan con el reconocimiento del Ministerio de la Vivienda y  constituyen un complemento de los denominados documentos básicos. 

En el art. 4.3 del mencionado RD se establece que se crea dicho registro en el Ministerio de la Vivienda, adscrito a la Dirección General de Arquitectura y Política de vivienda, que tiene  carácter público e informativo y en el que se inscribirán y harán públicos los documentos reconocidos del CTE; los distintivos de calidad voluntarios de las características técnicas de los productos y equipos que se incorporen a los edificios; los sistemas de certificación y, los organismos autorizados por las Administraciones Públicas competentes para la concesión de evaluaciones técnicas de idoneidad de productos o sistemas innovadores, y otras autorizaciones o acreditaciones de organismos y entidades que avalen la prestación de servicios que faciliten la aplicación del CTE.        


-Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la ley de suelo. (BOE 26/6/2008).

La Disposición final segunda de la ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo, delegó en el Gobierno, por el plazo de un año desde la entrada en vigor de aquella (1 de julio de 2007), la potestad de dictar un Real Decreto legislativo que refundiera el Texto de la Ley 8/2007 y los preceptos que aún quedaban vigentes del Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, por el que se aprobó el texto refundido de la Ley sobre régimen del suelo y ordenación urbana.

Dicha tarea refundidora, se plantea, según se establece en su exposición de motivos, dos objetivos: de un lado aclarar, regularizar y armonizar la terminología y el contenido dispositivo de ambos textos legales, y de otro, estructurar y ordenar en una única disposición general una serie de preceptos dispersos y de diferente naturaleza, procedentes del fragmentado texto refundido de 1992, dentro de los contenidos de la Ley de suelo de 2007, adoptados a las competencias urbanísticas, de ordenación del territorio y vivienda de las Comunidades Autónomas.

De este modo, el objetivo final se centra en evitar la dispersión de tales normas y el fraccionamiento de las disposiciones que recogen la legislación estatal en la materia, excepción hecha de la parte vigente del Real Decreto 1346/1976 de 9 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre régimen del suelo y ordenación urbana, que tiene una aplicación supletoria salvo en los territorios de las ciudades de Ceuta y Melilla y, en consecuencia ha quedado fuera de la delegación legislativa.

Tras la entrada en vigor del Real Decreto Legislativo 2/2008, 27 de junio de 2008, quedan derogadas todas las disposiciones de igual o menor rengo que se opongan al mismo y, en particular, la ley 8/2007, de 28 de mayo de suelo y, el Real Decreto legislativo 1/1992.

Sobre el contenido del mismo, nos remitimos al informe que sobre la ley 8/ 2007 emitimos en el mes de enero de este año.

No obstante, se destaca que se suprime en el Texto Refundido, (disposición adicional novena), la modificación operada por la ley 8/2007, dándole nueva redacción, respecto del apartado o) del art. 22 de la ley reguladora de las bases de régimen local, , que consideró, en todo caso, las permutas de bienes inmuebles como atribución del pleno, con independencia de que se superara o no el 10% de los recursos ordinarios del presupuesto o los 3.000.000 de euros.

Como hemos señalado, en la ley de suelo 8/2007, disposición adicional novena, al modificar el art. 22 de  la ley de bases, se establecía como competencia plenaria las enajenaciones patrimoniales cuando su valor superara el 10 por 100 del presupuesto y, en todo caso, las permutas de bienes.

En el informe emitido en el mes de enero ya se  indicaba que el legislador estatal no había modificado en el mismo sentido el art. 123 que regula las atribuciones del Pleno Corporativo en los Municipios a los que resulta de aplicación el Título X (Régimen de organización de los Municipios de gran población) de la Ley tras la reforma realizada por la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización.

Debe tenerse en cuenta, que la ley 30/2007, de 30 de octubre, de contratos del sector público, ley posterior a la ley 8/2007, en su disposición derogatoria única, apartado b), deroga expresamente el art. 22.1.o) de la ley de bases de régimen local.

En la disposición adicional segunda reguladora de  las normas  específicas de contratación de las Entidades Locales, establece en su apartado 2, que corresponde al Pleno la enajenación del patrimonio cuando no esté atribuida al Alcalde.

Asimismo, en el apartado 3 se indica que en los municipios de gran población a que se refiere el art. 121 de la Ley 7/1985, las competencias que se describen en los apartados anteriores (contratación, adquisición y enajenación de patrimonio) se ejercerán por la Junta de Gobierno local. En la misma ley 30/2007, se deroga expresamente el art. 127.1.f) de la ley  de bases relativa a las competencias de la Junta de Gobierno Local en relación a la contratación, gestión, adquisición y enajenación de patrimonio.   

2.- COMUNIDADES AUTONOMAS

A) PAIS VASCO

-Orden de 16 de abril de 2008, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, sobre procedimientos de adjudicación de viviendas de protección oficial. (BOPV 12/5/2008).

-Orden de 16 de abril de 2008, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales reguladora del registro de Solicitantes de Vivienda. (BOPV 12/5/2008).

-Orden de 16 de abril de 2008, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, sobre circunstancias de necesidad de vivienda. (BOPV 12/5/2008).

-Orden de 15 de mayo de 2008, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, sobre determinación de precios máximos de viviendas de protección oficial. (BOPV 28/5/2008).

-Decreto 105/2008, de 3 de junio, de medidas urgentes en desarrollo de la Ley 2/2006, de 30  de junio, de Suelo y Urbanismo. (BOPV 23/6/2008).

La Ley 2/2006, de 30 de junio, de suelo y urbanismo supuso un cambio en el sistema urbanístico propio del País Vasco sin que a la entrada en vigor de la ley estatal 8/2007 se hubiera llevado a cabo el desarrollo reglamentario.

Con el Decreto 105/2008, se pretende cohonestar ciertos preceptos de ambas normas.

En definitiva, la irrupción de la nueva legislación aconsejaba la aprobación de un Decreto de medidas urgentes que facilitara la aplicación inmediata de la Ley autonómica 2/2006, con la debida seguridad jurídica y de forma coordinada con la Ley estatal 8/2007, todo ello sin perjuicio del ulterior desarrollo reglamentario que deberá efectuarse con carácter sistemático e integral de la Ley  2/2006, en cumplimiento de lo señalado en su disposición final primera.

Como novedades más significativas es necesario destacar, en primer lugar, la alteración de la clasificación del suelo con la introducción de una nueva categoría de suelo urbano no consolidado por incremento de la edificabilidad ponderada y el régimen de las actuaciones de dotación donde dicho suelo encuentra su desarrollo urbanístico.

En materia de planeamiento debe traerse a colación la nueva figura de ordenación denominada plan de compatibilización, que puede elaborarse cuando las características y necesidades del desarrollo urbano en las zonas limítrofes de varios términos municipales hagan necesario coordinar su ordenación urbanística y no exista un instrumento de ordenación que lo realice. Dicho instrumento es extensible a los supuestos en que sea precisa la coordinación mediante Plan especial para la ordenación urbanística del suelo urbano consolidado ocupado por un sistema general de interés supramunicipal y el mismo se sitúe en zonas limítrofes de varios términos municipales.

Asimismo, es reseñable la obligación de reserva de suelo para dotaciones públicas en suelo urbano consolidado que aparece por primera vez en la legislación urbanística vasca.

De otro, lado, se definen los supuestos de revisión total o parcial y modificaciones puntuales de la ordenación urbanística.

En materia de gestión, se introduce la figura del programa de actuación urbanizadora para la ejecución de actuaciones integradas y su interrelación con los nuevos sistemas de actuación bajo la figura de concesionarios privados, sistemas de concertación y de agente urbanizador, así como su sometimiento a las reglas de contratación pública. 

B) CATALUÑA

-Ley 11/2008, de 31 de julio, de modificación de la Ley 7/1993, de 30 de septiembre, de carreteras. (BOE 23/8/2008).

C) GALICIA

-Decreto 63/2008, de 13 de  marzo por el que se modifica el Decreto 48/2006, de 23 de febrero, por el que se regula el programa de vivienda en alquiler. (DOG 7/4/2008). 

-Orden de 31 de marzo de la Consejería de Vivienda y suelo, por la que se constituye el registro de demandantes de vivienda protegida de Galicia. (DOG 18/4/2008). 

-Orden de 7 de abril de 2008, de la Consejería de Vivienda y suelo por la que se regula la composición y el funcionamiento del Comité asesor de habitabilidad. (DOG 14/4/2008).

-Orden de 8 de abril de 2008, de la Consejería de Vivienda y suelo, por la que se modifica la orden de 22 de junio de 2006, por la se regula la gestión de las viviendas, el procedimiento de adjudicación y la concesión de las subvenciones en el programa de viviendas de alquiler. (DOG 22/4/2008).

-Ley 6/2008, de 19 de junio, de medidas urgentes en materia de vivienda y suelo, por la que se modifica la Ley 9/2002, de 30 de diciembre, de ordenación urbanística y protección del medio rural de Galicia. (DOG 30/6/2008).Publicada corrección de errores en DOG 5/8/2008.

Dicha reforma legal se concreta en tres medidas básicas:

1.- La creación, por primera vez en Galicia, de una red autonómica de suelos dotacionales para vivienda pública.

La obtención de estos terrenos, se llevará a cabo, al igual que el resto de las dotaciones, mediante cesión obligatoria de los propietarios en las cuantías mínimas que fija la Ley (2,5 m2 de suelo por cada 100m2 edificables de uso residencial) a favor de la administración autonómica. Dicha cesión resulta sólo procedente en el suelo urbanizable y, como suelos dotacionales que son tendrán la consideración de bienes demaniales de forma que el uso y el disfrute de las viviendas que sobre los mismos se construyan, que tendrán que ser, en consecuencia, de promoción y titularidad pública, se llevará a cabo mediante fórmulas que respeten el régimen y las notas definitorias de este tipo de bienes. Una vez obtenidos dichos terrenos y alcanzada la condición de solar, se procederá a la construcción de las viviendas a través del Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo o de los organismos dependientes del mismo. Una vez construidas y recepcionadas por la administración, las viviendas se destinarán al uso y disfrute de aquellos, que mediante los procedimientos y con el cumplimiento de las condiciones que exija la legislación aplicable, resulten adjudicatarios. El uso y el aprovechamiento se llevará a cabo de forma que se garantice en todo caso la titularidad pública de las viviendas por tiempo indefinido. 

En cualquier caso, puesto que aunque no generan aprovechamiento lucrativo(se señala que no supone merma alguna en el aprovechamiento patrimonializable por los propietarios), sí conllevan una edificabilidad para uso residencial y, por tanto, acogerán a una población necesitada de servicios, esta edificabilidad debe tenerse en cuenta para el cálculo de las restantes dotaciones y equipamientos.

2.- La ley incrementa las reservas de terrenos para viviendas protegidas fijadas hasta ahora en la Ley 9/2002.

Con carácter general, se opta por reservar a tal fin terrenos suficientes para localizar, al menos, el 40% de la nueva edificabilidad residencial que genere el planeamiento entendiendo por esta la que resulte del suelo urbano no consolidado y urbanizable delimitado. No obstante, en aquellos ayuntamientos que cuenten con menos de 20.000 habitantes, la reserva se fija en el 30%.

3.-El establecimiento o reforzamiento de una serie de medidas para que los ayuntamientos pongan en marcha los instrumentos de intervención en el mercado del suelo contemplados en la Ley. Así se estimula la constitución formal de los registro de solares y de los patrimonios públicos del suelo.      

-Ley 7/2008, de 7 de junio, de protección del paisaje de Galicia. (DOG 18/7/2008).

 -Decreto 167/2008, de 3 de julio, por el que se declaran medio propio instrumental y servicio técnico de la Junta de Galicia las cuatro sociedades anónimas de gestión urbanística de Galicia y se aprueba la modificación de sus estatutos. (DOG 11/8/2008).

La Ley 30/2007, de 30 de octubre, de contratos del sector público, considera en su art. 4.1º n) como negocios y contratos excluidos del ámbito de aplicación de la misma, aquellos en virtud de los cuales se encargue a una entidad que, conforme a lo señalado en el art. 24.6º de la misma norma, tenga atribuida la condición de medio propio y servicio técnico de la misma, la realización de una determinada prestación.

El referido art. 24.6º establece que a los efectos previstos en este art. y en el art. 4.1º n), los entes, organismos y entidades del sector público podrán ser considerados medios propios y servicios técnicos de aquellos poderes adjudicadores para los que realicen la parte esencial de su actividad cuando estos ostenten sobre los mismos un control análogo al que pueden ejercer sobre sus propios servicio. Si se trata de sociedades, además, la totalidad de su capital tiene que ser de titularidad pública.

Esa condición de medio propio y servicio técnico de las entidades que cumplan los criterios mencionados en ese apartado debe reconocerse expresamente en la norma que la cree o por sus estatutos, que deben determinar las entidades respecto de las cuales tienen esa condición y precisar el régimen de las encomiendas que se les pueden conferir o las condiciones en las que se les podrá adjudicar contratos y, determina la imposibilidad de participar en las licitaciones públicas convocadas por los poderes adjudicadores de los que sean medios propios, sin perjuicio de que cuando no concurra ningún licitador se les pueda encargar la ejecución de la prestación objeto de la misma.

Por todo ello, se dicta el Decreto 167/2008, de 3 de julio al ser necesario modificar los estatutos de las sociedades anónimas de las cuatro sociedades de gestión urbanística existentes en las cuatro provincias gallegas.      

D) ANDALUCIA

-Decreto 395/2008, de 24 de junio, por el que se aprueba el Plan concertado de vivienda y suelo 2008-2012. (BOJA 2/7/2008).Publicada corrección errores BOJA 19/9/2008.

-Orden de 21 de julio de 2008, sobre normativa técnica de diseño y calidad aplicable a las viviendas protegidas en la Comunidad Autónoma de Andalucía y se agilizan los procedimientos establecidos para otorgar las calificaciones de viviendas protegidas. (BOJA 4/8/2008). 

-Orden de 29 de septiembre de 2008, por la que se regula el coeficiente aplicable para el cálculo de crecimiento poblacional derivado de las viviendas previstas en los instrumentos de planeamiento urbanístico. (BOJA 21/10/2008).

El coeficiente establecido es de 2,4 habitantes por vivienda ajustado a la tendencia actual de disminución del número de miembros que componen los hogares y las familias.   

E) ASTURIAS

-Decreto 42/2008, de 15 de mayo, por el que se aprueban definitivamente las Directrices Sectoriales de Ordenación del Territorio para el aprovechamiento de la energía eólica. (BOPA 3/6/2008).

-Decreto 43/2008, de 15 de mato, sobre procedimientos para la autorización de parques eólicos por el Principado de Asturias. (BOPA 3/6/2008).

-Decreto 70/2008, de 23 de julio,  de segunda modificación del Decreto 120/2005, de 17 de noviembre, por el que se establecen los precios máximos de venta de las viviendas protegidas de nueva construcción (BOPA 31/7/2008).Publicada corrección de errores BOPA de 29/9/2008. 

F) CANTABRIA

-Decreto 44/2008, de 24 de abril, de modificación parcial del Decreto 12/2006, de 9 de febrero, por el que se establecen medidas para favorecer el acceso de los ciudadanos a la vivienda en Cantabria. (BOC 8/5/2008).

-Decreto 91/2008, de 25 de septiembre, por el que se modifica el Decreto 164/2003, de 18 de septiembre por el que se regula la composición del Consejo de Ordenación del territorio y Urbanismo. (BOC 3/10/2008).

G) LA RIOJA

-Decreto 43/2008, de 27 de junio por el que se aprueba el Plan de vivienda de la Rioja 2005-2008.(BOR 1/7/2OO8).

-Orden 4/2008  de 15 de septiembre de la Consejería de Vivienda y Obras Públicas por la que se desarrolla el Decreto 43/2008, de 27 de junio. (BOR 19/9/2008).

H) MURCIA

-Ley 2/2008, de 21de abril, de carreteras de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. (BORM 14/5/2008).

-Decreto 86/2008 de 9 de mayo, por el que se modifica el Decreto 141/2005, de 30 de diciembre, por el que se regulan las actuaciones protegidas en materia de vivienda y suelo en el ámbito de la Región de Murcia para el cuatrienio 2005-2008, modificado parcialmente por Decreto 192/2006 de 22 de septiembre( BORM 14/5/2008).

-Decreto 139/2008, de 6 de junio, por el que se regulan en el plan de vivienda 2007-2010, la vivienda protegida d e precio limitado y la adquisición protegida de suelo.(BORM 11/6/2008).  

I) VALENCIA

-Decreto 46/2008, de 11 de abril, por el que se modifica el Decreto 67/2006, de 19 de mayo, por el que se aprobó el Reglamento de Ordenación y Gestión Territorial y Urbanística. (DOCV 15/4/2008).

-Decreto- Ley 1/2008, de 27 de junio, del Consejo, de medidas urgentes para el fomento de la vivienda y suelo. (DOCV 30/6/2008).

La aprobación del Decreto- Ley se justifica por la entrada en vigor de la ley 8/2007 y la necesidad de conjugar la legislación valenciana con la legislación estatal en lo que atañe a la reserva de vivienda protegida y al porcentaje de suelo residencial que debe destinarse a dicho fin.

Para ello, se potencia el sistema territorial de indicadores de demanda de vivienda, introduciendo unos indicadores que permitan armonizar la reserva de vivienda protegida en cada municipio con los resultados que ofrezcan los estudios de necesidades y demandas de vivienda tanto a nivel autonómico como, en su caso, municipales. La reserva, en los municipios con población superior a 50.000 habitantes, establecida en función de los indicadores territoriales de demanda en ningún caso podrá ser inferior al 30%.   

También aparecen por primera vez en la legislación autonómica valenciana las llamadas áreas residenciales prioritarias cuyo objeto es establecer reservas de suelo para destinarlas a viviendas protegidas, cuya promoción, desarrollo y gestión se asume por la Comunidad Autónoma. En estas áreas el porcentaje de reserva no podrá ser  inferior al 50% en suelo urbanizable y al 30% en suelo urbano.

Se modifica el régimen de los patrimonios públicos del suelo con el objeto de permitir que el destino finalista de los mismos abarque mayores posibilidades que las hasta ahora vigentes.

Se procede a concretar el porcentaje de suelo que corresponde a la administración con carácter provisional hasta que se produzca la total reforma de la ley urbanística. Así, en suelo urbano no consolidado debe cederse el 5% del aprovechamiento y en suelo urbanizable el 10%. 

-Decreto 82/2008, de 6 de junio, del Consejo, por el que se modifica el Decreto 41/2006, de 24 de marzo por el que se regulan las actuaciones protegidas para facilitar el acceso a la vivienda en la Comunidad Valenciana en el marco del Plan estatal 2005-2008 y del plan de acceso a la vivienda de la Comunidad valenciana, el Decreto 81/2006, de 9 de junio, de desarrollo de las medidas y ayudas financieras a la rehabilitación de edificios y viviendas en la Comunidad valenciana en el marco del plan estatal 2005-2008 y del programa de restauración de la Generalidad, el Decreto 75/2007, de 18 de mayo, por el que se aprobó el reglamento de protección pública a la vivienda, y el Decreto 76/2007, de 18 de mayo, por el que se aprobó el reglamento de rehabilitación de edificios y viviendas.( DOCV 11/6/2008).Publicada corrección de errores en DOCV 5/8/2008.

-Orden de 28 de junio de 2008, de la Consejería de Medio Ambiente, Agua, Urbanismo y Vivienda por la que se implanta el sistema de indicadores territoriales de demanda de vivienda con protección pública. (DOCV 1/8/2008). 

Esta Orden tiene por objeto la regulación del sistema territorial de indicadores de demanda de vivienda protegida a la que nos hemos referido anteriormente.

En el preámbulo de la Orden se indica que el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de suelo, ha optado por la implantación de una oferta mínima de suelo para viviendas de protección pública, con independencia de la efectiva demanda que de la misma se produzca. No obstante, en la exposición de motivos de la citada ley se establece que nada obsta para que dicha reserva pueda ser adaptada por la legislación de las Comunidades Autónomas en función de su modelo urbanístico y de sus diversas necesidades.

-Orden de 28 de julio de 2008, de la Consejería de Medio Ambiente, Agua, Urbanismo y Vivienda, por la que se crea y regula la red de mediación agencia valenciana de alquiler. (DOCV 7/8/2008).      

J) ARAGON

-Orden de 24 de junio de 2008, del Consejero de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes, por la que se declaran municipios de relevancia territorial y se establece el porcentaje de reserva de vivienda protegida. (BOA 23/7/2008).

El art. 5 de la Ley 24/2003, de 26 de diciembre, de medidas urgentes en materia de vivienda protegida contempla la posibilidad de que la reserva de suelo con destino a vivienda protegida se aplique a municipios con menos de 3.000 habitantes, mediante Orden del Consejero competente en materia de vivienda, cuando lo justifiquen razones demográficas, turísticas, ambientales o la escasez o satisfacción de vivienda protegida.

A su vez, la disposición adicional tercera del Decreto 225/2005, de 2 de noviembre, regulador del plan aragonés para facilitar el acceso a la vivienda 2005-2009, señala, hasta el momento, cuales son esos municipios de relevancia territorial.

La Orden distingue entre los municipios de relevancia territorial no colindantes con capitales de provincia y los que si lo son. Para los no colindantes, establece la obligatoriedad de reservar el 10,10 % de la edificabilidad residencial prevista en suelo urbanizable y en suelo urbano y, para los colindantes el 30%.

-Decreto  Ley 1/2008, de 30 de octubre, del Gobierno de Aragón, de medidas administrativas urgentes para facilitar la actividad económica en Aragón. (BOA 3/11/2008). 

Este Decreto Ley tiene por objeto impulsar de forma urgente la actividad económica pública y privada en Aragón. Se pretende que el sector público aragonés, mediante reformas en sus procedimientos, facilite al máximo las iniciativas económicas y de este modo se favorezca el mantenimiento y la creación de empleo en Aragón.

El Título II regula las inversiones de interés autonómico, que son las declaradas como tales por el Gobierno de Aragón por su especial relevancia para el desarrollo económico, social y territorial en Aragón.

Dichas inversiones tendrán en sus distintos trámites administrativos un impulso preferente y urgente por parte de las administraciones públicas aragonesas.

En el art. 10 se regulan las medidas en relación con el urbanismo. Así se reducen a la mitad los plazos establecidos legalmente en materia de tramitación, aprobación y ejecución del planeamiento urbanístico, cuando tengan por objeto obras e instalaciones de inversiones declaradas de interés autonómico por el Gobierno de Aragón.

Asimismo, se reducen a la mitad los plazos para el otorgamiento de cualesquiera licencias que resulten precisas para la ejecución, apertura o funcionamiento de dichas obras e instalaciones.

En los casos en que se requiera licencia de actividad clasificada o de apertura podrá tramitarse y concederse anticipadamente la licencia urbanística.

Otro precepto destacable es el art. 5 que dispone que el titular de una actividad empresarial o profesional o, la persona que debidamente la represente, mediante la suscripción de una declaración responsable sobre el cumplimiento de los requisitos legalmente establecidos para el ejercicio de una actividad sometida a licencia o autorización administrativa, podrá iniciar la actividad económica de que se trate en los casos en que se acuerde mediante Decreto del Gobierno de Aragón, todo ello sin perjuicio de la ulterior obtención de la licencia o autorización o registro. También se podrá reglamentariamente sustituir la licencia o autorización administrativa por la declaración responsable. Las actividades a las que le será de aplicación dicho precepto se establecerán reglamentariamente por el Gobierno de Aragón, por lo que hay que esperar a dicho desarrollo. 

K) CASTILLA LA MANCHA

-Ley 1/2008, de 17 de abril, de creación de la empresa pública de gestión de suelo de Castilla- La Mancha. (DOCM 28/4/2008).

-Decreto 109/2008, de 29 de julio, de medidas para la aplicación del pacto por la vivienda en Castilla La Mancha (DOCM 1/8/2008).Publicada corrección de errores DOCM 5/8/2008.

L).CANARIAS

-Decreto 185/2008, de 29 julio, por el que se modifica el Decreto 27/2006, de 7 de marzo por el que se regulan las actuaciones del Plan de vivienda de Canarias (BOC 11/8/2008)-

M) NAVARRA

-Ley foral 4/2008, d e25 de marzo por la que se modifica el apartado 2 de la disposición transitoria sexta de la Ley foral 35/2002, de 20 de diciembre, de ordenación del territorio y urbanismo. (BON 4/4/2008).

-Ley Foral 9/2008, de 30 de mayo, del derecho a la vivienda en Navarra. (BOE 18/7/2008).

N) EXTREMADURA

-Decreto 177/2008, de 29 de agosto, por el que se regula la entrega a los ayuntamientos de Extremadura de tramos urbanos de la Red de carreteras de titularidad de la Junta de Extremadura. (DOE 4/9/2008) 

O) ISLAS BALEARES

-Ley 4/2008, de 14 de mayo, de medidas urgentes para el desarrollo territorial sostenible en las Islas Baleares. (BOE 5/6/2008).

De esta Ley resulta destacable el capítulo I que regula las categorías de suelo, las reservas para vivienda protegida y la cesión de terrenos como consecuencia de las acciones de transformación urbanística y uso del suelo.

Dado que en las Islas Baleares no disponen todavía de una normativa autonómica reguladora del régimen del suelo, esta ley considera necesario establecer los conceptos de suelo urbano (distinguiendo entre el consolidado y el no consolidado), los servicios urbanísticos básicos y el concepto de solar, como elementos fundamentales que sirven para aplicar la reservas de suelo para vivienda protegida.

La reserva se fija como mínimo en un 30% de la edificabilidad residencial tanto en suelo urbanizable como en suelo urbano no consolidado por la urbanización e integrado en una unidad de actuación.

En este Capítulo se desarrolla parcialmente la ley estatal 8/2007, de suelo y se fija en porcentaje de cesión (15%) de terrenos con destino al patrimonio municipal del suelo que tienen que ser entregados a los ayuntamientos respectivos como consecuencia de una actuación urbanística de transformación urbanística.

-Ley 5/2008, de 14 de mayo, de actuaciones urgentes destinadas a la obtención de suelo para viviendas de protección pública. (BOE 14/6/2008).

Esta ley es aprobada porque el Gobierno de las Islas Baleares considera urgente asumir el pleno protagonismo en la creación de suelo residencial con destino a viviendas protegidas.

Esta ley regula la planificación y la ejecución de actuaciones cuyo objeto directo es conseguir de una manera extraordinaria y urgente suelo urbanizado destinado a la construcción de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública. Las actuaciones reciben el nombre de reservas estratégicas de suelo y tienen la consideración de actuaciones de interés general.

La planificación urbanística de las reservas estratégicas de suelo se realizará mediante normas subsidiarias y complementarias de planeamiento que son elaboradas, tramitadas y aprobadas por el Gobierno de la Islas.

En la tramitación de las mismas se solicitaran informes a los municipios afectados y, una vez aprobadas vincularan a todos los planeamientos afectados, incluidos los planes generales que deberán adaptarse a sus previsiones en su primera revisión, sin perjuicio de la efectividad inmediata de las determinaciones que en ellos se contienen.

Dada la excepcionalidad de las medidas contenidas en la ley, la disposición adicional primera limita su ejercicio, reduciéndolo a una sola vez. Ello se debe a que se considera que con  las medidas adoptadas por la Ley 4/2008, que obligan a una reserva del 30% para viviendas de protección pública, no volverá a repetirse la situación actual  que, según establece la exposición de motivos de la ley, es de 890 actuaciones vivienda/año cuando la demanda  es de 3.000.    

-Ley 8/2008, de  5 de junio, de modificación de la Ley 23/2006, de 20 de diciembre, de capitalidad de Palma de Mallorca. (BOE 15/7/2008).

La entrada en vigor de la Ley 23/2006, de capitalidad de Palma de Mallorca supuso una asignación a favor de dicho municipio de competencias en materia de planificación y gestión urbanística que, hasta entonces y, en virtud de la ley 9/1990, de 24 de junio, de atribución de competencias  a los consejos insulares en materia de urbanismo y habitabilidad, tenía atribuidas el Consejo insular de Mallorca.

Con esta ley se suprimen algunos artículos de la ley 23/2006 que suponen la recuperación de las competencias urbanísticas por parte del Consejo Insular.

En concreto, la competencia para la aprobación definitiva del planeamiento general del municipio de Palma se vuelve a atribuir al Consejo insular. A este respecto se indica en la exposición de motivos de la ley que dicha atribución no se plantea en ningún caso como contraria al principio de autonomía local, sino que, como sucede con el resto de los municipios de la Islas Baleares, se considera conveniente y recomendable siempre una segunda lectura de estricto control de legalidad y de incidencia en los factores de ordenación supramunicipal, más acentuados en un territorio donde la escala insular alcanza una relevancia significativa en la ordenación.

Se aprovecha también la reforma de la ley para superar el anacronismo, en cuanto a la atribución orgánica a favor del pleno del consejo insular, para la aprobación definitiva del planeamiento de los municipios de capitales de provincia y de los que tengan más de 50.000 habitantes.

La previsión del Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril , que aprobó el texto refundido de la ley del suelo, que atribuye al Ministro de la Vivienda dicha aprobación, implicó que en  las islas, una vez asumidas las competencias en materia de urbanismo, se atribuyera la competencia, sucesivamente, al Consejo de Gobierno y al plenario del Consejo Insular de Mallorca.

La reforma de la ley deja sin aplicación en el ámbito de las islas aquellos preceptos del Real Decreto 1346/1976 relativos a esta concreta atribución orgánica, y sobre la cual se difiere su concreción como en el caso del resto de los municipios, a lo que determinen los reglamentos orgánicos de cada uno de los consejos insulares.   

-Decreto 68/2008, de 6 de junio por el que se regulan las ayudas para favorecer el acceso a la vivienda en el marco del Plan estratégico de vivienda 1008-2011 (BOIB 14/6/2008). Publicada corrección de errores BOIB 2/8/2008. 

Q) CASTILLA Y  LEON

-Decreto 26/2008, de 3 de abril, por el que se regula la composición, organización y funcionamiento de la Comisión de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de la Comunidad de Castilla y León. (BOC y L 9/4/2008).

-Ley 3/2008, de 17 de junio, de aprobación de las directrices esenciales de ordenación del territorio de Castilla y León (BOE 28/7/2008).

La ley 10/1998, de 5 de diciembre, de ordenación del territorio de Castilla León, estableció los principios y objetivos y reguló los instrumentos para que la Junta de Castilla León ejerciera su competencia en la materia.

Entre dichos instrumentos destacan las Directrices de Ordenación del Territorio que se formalizan en dos documentos independientes: las Directrices esenciales, de rango legal, que deben definir el modelo territorial de Castilla León y los principios que guíen el conjunto de las políticas  de la Comunidad con incidencia territorial; y, las Directrices Complementarias, de rango reglamentario.

Las Directrices esenciales son de aplicación plena y, por tanto, vinculantes, para la administración de Castilla León, para la administración local de Castilla León y para los particulares.

En el plazo de dos años a contar desde la entrada en vigor de esta ley, la Junta de Castilla León debe aprobar por Decreto las Directrices complementarias.   

-Ley 4/2008, de 15 de septiembre, de medidas sobre urbanismo y suelo (BOC y L 18/9/2008).

En la Ley se articulan cinco estrategias según se relata en su exposición de motivos: 1) reforzar los instrumentos de apoyo a la política de vivienda, 2) profundizar en la exigencia de calidad de vida, 3)garantizar el acceso a la información, 4)mejorar los mecanismos de coordinación administrativa y 5)simplificar la normativa para hacerla ágil y eficaz. 

La primera estrategia responde  al objetivo central de la ley, al insistir en el carácter instrumental del urbanismo respecto de las políticas sociales, en especial la de la vivienda. Para ello se establecen distintas medidas como la obligatoriedad de que los Planes Generales delimiten reservas para ampliar los patrimonios públicos del suelo; la posibilidad de establecer densidades superiores a las normales en actuaciones de reforma interior; la previsión de que ciertas tipologías de integración social tengan la consideración de equipamiento y la regulación detallada de la reserva para la construcción de viviendas de protección oficial .La regla general es reservar del 30% al 80% de la edificabilidad residencial. 

El segundo bloque hace referencia a la ciudad compacta, a la protección del medio ambiente y del patrimonio cultural.

El tercero se refiere a las medidas de transparencia administrativa. Las Diputaciones Provinciales jugarán un importante papel de ayuda a los municipios que no puedan asumir las nuevas obligaciones. Se amplía el plazo a dos meses de información pública para los instrumentos de planeamiento que estén sometidos a evaluación ambiental; se asigna al Boletín Oficial de Castilla León el papel de medio de comunicación oficial a efectos urbanísticos, mientras que en la actualidad la información debía rastrearse en diez boletines. Respecto de los convenios urbanísticos se sigue el mandato de la legislación estatal.

La cuarta estrategia se enfrenta al desafío de la coordinación administrativa .A tal efecto, se regulan las Normas Urbanísticas de Coordinación, instrumento específicamente urbanístico para ámbitos que excedan de los límites municipales y, las Normas Urbanísticas Territoriales, ante la evidencia de que muchos de los 1.700 municipios con menos de 500 habitantes difícilmente serán capaces de abordar su planeamiento a medio plazo y, por lo tanto, seguirán necesitando un tratamiento específico.

La quinta y última estrategia es la simplificación normativa para ello se remiten a la regulación reglamentaria ,normas de procedimiento y pormenores técnicos mediante los cuales la ley de urbanismo combatía su inicial ausencia de desarrollo, un problema superado al publicarse el reglamento. Esta deslegalización se aplica  al régimen del suelo rústico, donde se remite al reglamento la regulación específica de cada categoría y el procedimiento para autorizar usos excepcionales, al cálculo del aprovechamiento medio, al detalle de las reservas dotacionales, limitándose la ley a su cuantía total, a varios aspectos procedimentales de planeamiento y gestión, a la composición y funciones de los órganos de coordinación administrativa etc. Por último, otra reforma simplificadora es la unificación de las categorías de suelo urbanizable, pues la distinción entre delimitado y no delimitado respondía al carácter residual del suelo urbanizable previsto en la anterior ley 6/98 y, ha sido eliminado en la nueva legislación básica estatal. 

P).MADRID

-Orden 116/2008, de 1 de abril, de la Consejería de Vivienda, por la que se adecuan y adaptan los precios máximos de venta y arrendamiento de las viviendas con protección pública a lo dispuesto en el Real Decreto 801/2005, de 1 de julio, y su modificación por Real Decreto 14/2008, de 11 de enero.( DOCM 1/4/2008).  

-Decreto 92/2008, de 10 de julio, del Consejo de Gobierno, por el que se regulan las modificaciones puntuales no sustanciales de Planeamiento Urbanístico (DOCM  29/7/2008).

El objetivo que persigue este Decreto es regular un procedimiento novedoso de tramitación de las  modificaciones que tengan un alcance reducido y local, que permita a los ayuntamientos atender a las necesidades urbanísticas con mayor agilidad, siempre que no supongan graves afecciones a la movilidad, al medio ambiente, o a las infraestructuras en cuyo caso deberá seguir el procedimiento ordinario.

Se consideran modificaciones puntuales no sustanciales aquellas en las que la superficie de la modificación no supere los 10.000 m2 y que no afecten a una superficie al equivalente al 1% del suelo urbano del municipio. En los municipios de menos de 3.000 habitantes este porcentaje es del 3%.No obstante, pueden tramitarse modificaciones que no cumplan dichos requisitos cuando el Ayuntamiento que proponga la modificación lo haya aprobado por mayoría absoluta de la Corporación y se aprecien, tanto por el Ayuntamiento como por la Comunidad de Madrid, especiales razones de interés social o utilidad pública, como es el caso de equipamientos, dotaciones, infraestructuras o servicios.       

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES

1.- TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

No se reseñan sentencias dictadas por el TC dado que en el período considerado ( abril- octubre) no se ha publicado en BOE ninguna que sea relevante en materia urbanística.

Han sido presentados los siguientes recursos de inconstitucionalidad:

Recurso 7020/2008, promovido por el Gobierno de la Rioja en relación con diversos preceptos del Texto Refundido de la Ley de suelo, aprobado por Decreto Legislativo 2/2008, de 26 de junio.

Recurso nº 7231/2008, promovido por la Comunidad de Madrid en relación con diversos preceptos del Texto Refundido de la Ley de suelo, aprobado por Decreto Legislativo 2/2008, de 26 de junio.

2.- TRIBUNAL SUPREMO

El período temporal  considerado para la emisión de este informe respecto de las sentencias dictadas tanto por el TS como por los TSJ es el comprendido desde el 1 de abril a 31 de octubre.

Sentencia de 21 de mayo de 2008. ( Aranzadi 2849/2008).Recurso nº 28/2004 en interés de ley interpuesto contra la sentencia dictada por Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de 30 de diciembre de 2003 estimatoria del interpuesto contra el acuerdo de la Comisión de Gobierno de Estepona de 8/8/1997 por el que se requirió a una comunidad de propietarios para que desmantelara y retirara las barreras electrónicas colocadas sobre un viario que tenía la consideración de público e impedían la libre circulación de vehículos por esa urbanización, con apercibimiento de ejecución subsidiaria.  . 

La Sala de instancia argumentó que la defensa del dominio público no era evidente o indubitada pues para ello eran precisas dos condiciones: la primera que los bienes salieran del patrimonio del propietario y entraran en el patrimonio municipal y, la segunda, que una vez fuera del dominio particular y dentro del de la administración, ésta realizara un acto de aceptación, que en todo caso supone la previa transmisión del bien desde el patrimonio del particular al de la persona jurídico administrativa. Y, añadió la Sala que, a mayor abundamiento, no existe a la vista de los elementos de prueba que figuran en el expediente, razones bastantes que permitan reconocer el carácter de bien de uso público local de la vía o paso peatonal, al no haber presentado la administración demandada el inventario de sus bienes.

El Ayuntamiento pretendía que se señalara la siguiente doctrina legal: “no se puede entender que un vial por el mero hecho de no estar inscrito en el correspondiente inventario de bienes municipales no es de titularidad municipal, máxime cuando el mismo aparece con dicha calificación en el planeamiento urbanístico correspondiente y es corroborado por informes técnicos municipales que tienen presunción de validez.”

El TS, por su parte, fija la siguiente doctrina legal:” no puede entenderse que un vial, por el mero hecho de no estar incluido en el correspondiente inventario de bienes municipales, no es de titularidad municipal.”  

Sentencia de 23 de septiembre de 2008 (sin asignación de nº Aranzadi). Recurso nº 474/2006 interpuesto contra el acuerdo del Consejo de Ministros de 1 de septiembre de 2006, por el que se deniega al ayuntamiento de Almuñecar la preceptiva autorización para la celebración de una consulta popular relativa a la aprobación inicial del PGOU del municipio por no ser conforme a derecho.

La decisión del Consejo de Ministros recurrida considera que no procede conceder la autorización solicitada en base a que en el presente caso no concurren todos los requisitos exigidos en el art. 71 de la ley de bases de régimen local, en concreto, que el objeto de la consulta popular sea un asunto de la competencia propia municipal, toda vez, que al ser el plan general un instrumento de planeamiento, la competencia para su formulación y aprobación corresponde a los Ayuntamientos y a la Administración autonómica, de modo que ha de entenderse que su ejercicio se desarrolla en forma concurrente por el Ayuntamiento de Almuñecar y por la Comunidad Autónoma de Andalucía.

El art. 71 es del siguiente tenor: “De conformidad con la legislación del Estado y de la Comunidad Autónoma, cuando ésta tenga competencia estatutariamente para ello, los Alcaldes, previo acuerdo por mayoría absoluta del Pleno y autorización del Gobierno de la Nación, podrán someter a consulta popular aquellos asuntos de la competencia propia municipal y de carácter local que sean de especial relevancia para los intereses de los vecinos, con excepción de los relativos a la Hacienda Local.”

El TS señala que la decisión del Consejo de Ministros de autorizar o denegar una convocatoria se configura en nuestro ordenamiento jurídico como un acto de control de que la solicitud se ajuste a los requisitos de naturaleza procedimental previstos legalmente, puesto que se exige para preservar el adecuado equilibrio entre el principio representativo y el principio de participación directa que la consulta sea a iniciativa del Alcalde, previo acuerdo por mayoría absoluta del pleno y, de naturaleza material, consistente en admitir únicamente consultas populares referidas a asuntos en que concurran los presupuestos de tratarse de competencia propia municipal y de carácter local y que sean de especial relevancia para los intereses de los vecinos, excluyéndose en todo caso los asuntos relativos a la hacienda local. 

El TS considera que procede declarar la nulidad del acuerdo al fundarse en una interpretación contra legem del art. 71, puesto que estima que identifica indebidamente el concepto de “asuntos de la competencia propia municipal” a que alude dicha disposición legal con “asuntos de la exclusiva competencia del municipio”, sin atender que el art. 25.2 de la ley 7/85 establece que el municipio ejercerá, en todo caso, competencias en los términos que la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas establezcan, en materia de ordenación urbanística y, que la ley urbanística andaluza dispone que corresponde a los municipios la formulación de los instrumentos de planeamiento de ámbito municipal, incluyendo la aprobación inicial, como administración responsable de la tramitación de dicho plan general, y la aprobación definitiva de las modificaciones de los planes generales que no afecten a la ordenación estructural de éstos.

Por ello, concluye el TS, el acuerdo de aprobación inicial del Plan general del municipio de Almuñecar, que se somete a consulta de los vecinos, se corresponde con el ejercicio de una competencia propia municipal determinada específicamente por la ley sectorial urbanística de Andalucía, que se ejerce en régimen de autonomía y bajo la propia responsabilidad, atendiendo siempre a la debida coordinación con las competencias de otras administraciones públicas, que se contrapone a las competencias impropias o atribuidas por delegación a las que se refiere el art. 7 de la ley 7/85, lo que conduce a estimar el recurso y al reconocimiento de la pretensión de convocatoria y celebración de la referida consulta popular local.          

Sentencia de 4 de junio de 2008, recurso nº 1390/2005. Recurso de casación interpuesto contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Justicia de La Comunidad Valenciana de fecha 14 de noviembre de 2004 por la que se desestimó el interpuesto contra la resolución de 23/9/97 del Gobierno Valenciano, por la que se declara la urgente ocupación de los bienes y derechos sujetos a expropiación forzosa incoado por el Ayuntamiento de Benidorm para la ejecución del proyecto de canalización del barranco de Foietes.

El pleno del ayuntamiento aprobó el proyecto y en la solicitud de la declaración de urgencia indicaba que  le constaba el compromiso manifestado por la Consejería competente de ejecutar y costear íntegramente las obras y, estando las mismas en situación de ser inmediatamente iniciadas, era  necesario disponer de manera urgente de los terrenos afectados, de forma tan perentoria que no resultaba compatible con la normal tramitación del expediente expropiatorio al haber resultado infructuosas las gestiones realizadas para la adquisición de los terrenos afectados de mutuo acuerdo, por lo que resultaba imprescindible impulsar el procedimiento de urgente ocupación.

El acuerdo del Consejo de Gobierno para justificar la urgencia da una única razón, y así dice: “que estando las obras en situación de ser inmediatamente iniciadas,  se hace necesario disponer de manera urgente de los terrenos afectados”. 

El TS señala que resulta sorprendente que la única razón que se dé sea la urgencia en el inicio de las obras, sin motivar adecuadamente cuales son las circunstancias de cualquier tipo reales y constatadas que determinan esa supuesta urgencia en el inicio de las obras que se considera único motivo para justificar la declaración de urgente ocupación. 

Así las cosas, el TS considera que la sentencia de instancia vulnera el art. 52 de la LEF pues no se ha acreditado la concurrencia de circunstancias excepcionales que la justifiquen.  

Sentencia de 24 de septiembre de 2008. ( sin asignación nº Aranzadi) recurso nº 5765/2004. Recurso de casación interpuesto contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Justicia de la Rioja de fecha 21 de abril de 2004 por la que se estimó el motivo alegado y se desestimó  el recurso contencioso interpuesto contra la resolución de la Consejería de Obras Públicas, por la que se aprobó definitivamente la adaptación del Plan General de Logroño a la ley autonómica de urbanismo.

La Sala de instancia inadmitió el recurso por extemporáneo  en virtud de la causa establecida en el art. 69. c) de la LJCA debido a que la aprobación definitiva de la adaptación fue publicada en el BOR el 26/2/2002 y el recurso contencioso se interpuso el 14/5/02 sin que pudiera considerarse notificación  la resolución del Ayuntamiento de Logroño que ponía en conocimiento del recurrente la aprobación del plan.

La Sala opina que siendo la publicación de los planes el requisito ineludible para la eficacia de los mismos y, el medio a través del cual ha de llegar a conocimiento de los interesados al tratarse de una disposición de carácter general no puede computarse como dies a quo la denominada por el recurrente notificación del Ayuntamiento porque no es un acto administrativo sino un oficio de carácter informativo al que se acompaña copia de la resolución dictada por la Consejería y, por otra parte, el Ayuntamiento de Logroño no tiene competencia para notificar acuerdos emanados de la Comunidad Autónoma.

El TS considera que el acuerdo fue notificado por el Ayuntamiento a los recurrentes en su condición de interesados con expresa indicación de los recursos de que era susceptible, de manera que es esa fecha la que debe tenerse como dies a quo para el cómputo de plazo no la fecha de la publicación del acuerdo en el BOR. Señala que no cabe duda que es doctrina jurisprudencial la que declara que el cómputo de plazo de interposición de recurso frente a las disposiciones de carácter general debe hacerse, de acuerdo con el art. 46.1 de la LJCA, a partir del día siguiente a su publicación, pero no es menos cierto que cuando, como este caso, se ha notificado personalmente el acuerdo aprobatorio, dicho cómputo tiene que hacerse  a partir de dicha notificación.

Asimismo, señala que no es razón para inaplicar este criterio el que la notificación se haya efectuado por el Ayuntamiento y no por la Comunidad Autónoma, que es la que adoptó el acuerdo notificado, ya que el ayuntamiento no es una administración ajena al procedimiento de adaptación del plan general, sino que por el contrario, está directamente implicado en el mismo.

Por lo tanto, dado que la notificación tuvo lugar el 4/3/2002 y el recurso se interpuso el 2/5/2002, es decir, dentro de los dos meses que marca el art. 46.1 de la LJCA, la Sala debió considerarlo deducido y entrar a conocer el fondo de la cuestión planteada, por lo que este motivo es determinante de la anulación de la sentencia recurrida. Entrando en el fondo del asunto, (solicitud de que sus parcelas fueran clasificadas como suelo urbano consolidado o urbanizable delimitado) el TS desestima  el recurso interpuesto. 

Sentencia de 27 de mayo de 2008.( sin asignación nº Aranzadi) Recurso de casación nº 1678/2004 interpuesto por una entidad mercantil contra la sentencia de 5 de noviembre de 2003 de la Sala de lo contencioso administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón en la que se impugna la desestimación presunta por el Ayuntamiento de Zaragoza de reclamación en concepto de  responsabilidad patrimonial por la anulación de una licencia urbanística formulada el 31 de enero de 1996.

Como antecedentes de hecho debe señalarse que la licencia para la construcción de un edificio de 20 viviendas, locales y estacionamientos fue concedida el 9/3/94.El 19 /7/94 se interpuso recurso de reposición contra la misma. Fue concedida una licencia de modificaciones de acceso a garajes el 21/11/95 y, con posterioridad se estimó el recurso, anulándose en parte la licencia en lo que hacía referencia a los accesos a los aparcamientos, con fecha 13/12/95. El recurrente solicitó una indemnización de 34.136.153 pts.   

 La Sala excluyó de responsabilidad al Ayuntamiento basándose en que la responsabilidad derivada de la anulación de licencias tiene su regulación específica en el art. 232 del TR de la Ley del suelo de 1976, que excluye el derecho a indemnización en los casos en que concurra dolo, culpa o negligencia graves imputables al perjudicado, por lo tanto, desestimó el recurso presentado al considerar que hubo culpa del solicitante de la licencia “por no haber adoptado las precauciones necesarias“ para obtener una correcta información sobre la normativa urbanística aplicable dado que el recurrente no podía excusarse en su desconocimiento, teniendo en cuenta su condición de  promotor, en relación al carácter de vía peatonal de la calle en la que pretendía situar la salida de vehículos del garaje . 

El TS no comparte el argumento de la Sala. En ningún momento se atribuye al recurrente la ocultación o desfiguración que haya determinado el otorgamiento de la licencia y considera que  no puede hablarse en este caso de negligencia grave por parte del recurrente en el desconocimiento de las normas urbanísticas y en el proyecto  soporte de la licencia.

Por el contrario, indica en el fundamento de derecho tercero: “que se deduce claramente de los informes obrantes en el expediente la discrepancia en la interpretación de las Normas urbanísticas del plan general, concretamente de los arts. 3.2.7.2 y 3.2.7.3, en cuanto a la consideración de la calle como peatonal o de acceso restringido y el alcance de ésta última clasificación a efectos del pretendido acceso de vehículos, que llevaron de manera uniforme a los servicios técnicos a sostener la procedencia de la licencia, mientras que el servicio jurídico consideraba aplicables dichos preceptos y mantenía el carácter peatonal de dicha calle y la prohibición de acceso al aparcamiento, diferencias de criterio, que pone de manifiesto la Secretaría General en su informe y que finalmente se decantó en el sentido propuesto por el servicio jurídico, estimándose el recurso de reposición al considerar que el plan general no establece diferencias entre viales peatonales y de acceso restringido sino que ambos responden a una misma clase de viales peatonales, pudiendo ser algunos de acceso restringido en la forma establecida en el art. 3.2.7.3 de las normas urbanísticas, pero determinando en este caso la improcedencia del acceso pretendido.”     

El TS estima que las discrepancias entre los distintos técnicos municipales sobre la interpretación y alcance de las normas urbanísticas aplicables al caso, que han sido las determinantes de la concesión de la licencia, después anulada en parte, corresponde resolverlas a la administración en la pertinente decisión, respondiendo de las consecuencias derivadas de su ulterior anulación por no ajustarse  a la recta aplicación de tales normas.

Tras reconocer la responsabilidad del Ayuntamiento determina, tras un minucioso estudio de las partidas alegadas, que la cuantía indemnizable alcanza 9.230.257 pts. 

3.- TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA

B) TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CATALUÑA.

Sentencia de 19 de junio de 2008, dictada en recurso nº 61/2005 (JUR 2008\316824) interpuesto por una mercantil contra el acuerdo de 13/12/2003 de la Junta de Gobierno del Ayuntamiento de Premia de Dalt, comunicando a la recurrente la denegación, por acuerdo de 16/6/2004 del Pleno Municipal, de la aprobación del texto refundido del PG, cuya redacción, con determinadas prescripciones, había sido impuesta por la Comisión Territorial de Urbanismo de Barcelona en su acuerdo de aprobación definitiva de 22/7/2003, con suspensión entre tanto de su publicación y eficacia. 

La recurrente reclama la nulidad de pleno derecho de los acuerdos impugnados al entender aprobado por silencio administrativo el texto refundido, en méritos del art. 89.5 de la ley 2/2002, de 14 de marzo, de urbanismo de Cataluña que dispone lo siguiente:” en el supuesto de que en la tramitación de una figura de planeamiento se produzca un acuerdo que requiera la presentación de un texto refundido o de nueva documentación, la resolución subsiguiente del órgano competente debe dictarse dentro del mismo plazo que se fija en la ley para la aprobación definitiva del instrumento de planeamiento de que se trate. Si, transcurrido este plazo, no se ha notificado ningún acto expreso, se entiende que ha habido silencio administrativo positivo y que se ha producido la aprobación definitiva del texto refundido o la conclusión definitiva del expediente, con la documentación aportada.”  .

A su tenor, indica el recurrente, siendo el plazo  para la aprobación de los PGOU de 4 meses y, teniendo en cuenta la aprobación por la CTU de 22/7/2003, remitido el plan al Ayuntamiento el 5/9/2003, el silencio se produjo el 5/1/2004.

El Ayuntamiento demandado alega la caducidad del expediente de revisión de PG en aplicación del art. 90.3 de la ley citada a cuyo tenor: ”las enmiendas a las que hace referencia el apartado 1.b( que se refiere al caso de suspensión total o parcial del trámite de aprobación del planeamiento por razón de deficiencias subsanables)deben introducirse en el planeamiento urbanístico por el órgano que haya aprobado el trámite anterior, el cual debe presentar .nuevamente el documento subsanado a la aprobación definitiva del órgano competente. Si efectuado el requerimiento pertinente, dicho órgano no presenta el documento subsanado en el plazo de tres meses, se produce la caducidad del expediente, salvo que los promotores soliciten subrogarse en el mismo o que, por razones de interés general, resulte conveniente culminar el expediente y, para ello, se subrogue el órgano competente para la aprobación definitiva.”.

El TSJ estima que la aparente contradicción entre ambos preceptos  precisa de una interpretación sobre la base de la elaborada doctrina jurisprudencial relativa a la problemática referida a la autonomía municipal y a las competencias de la administración autonómica, sin pasar por alto que la ley 2/2002, catalana diferencia aspectos reglados y discrecionales y, en ambos supuestos, por razón de intereses locales o supralocales , viene a concluir, que las cuestiones de legalidad pueden ser controladas en todo caso por la Comunidad Autónoma, ya afecten o hagan referencia a intereses locales o supralocales, mientras que las cuestiones de oportunidad únicamente puede controlarlas la Comunidad Autónoma cuando afecten  a intereses supralocales.

Aplicando dicha doctrina, en la fase de aprobación definitiva las prescripciones impuestas por la Administración autonómica, en base a intereses supralocales son de obligado cumplimiento por  el Ayuntamiento, sin perjuicio de que, tratándose  de motivos de oportunidad afectantes a intereses exclusivamente locales, pueda la administración autonómica suspender la aprobación definitiva para que sean introducidos por el propio ayuntamiento.

En resumen, cuando el asunto gire en torno a competencias de la Comunidad Autónoma  resulta de aplicación el art. 89.5, mientras que cuando se refiera a competencias exclusivamente municipales será de aplicación el art. 90.3.

Concluye la Sala indicando que siendo que las prescripciones impuestas por la CTU de Barcelona giran en buena medida en torno a materias de competencia autonómica derivada de intereses supralocales, no cabe apreciar la caducidad de donde resulta, la nulidad de pleno derecho al haber prescindido del procedimiento establecido, sin que lo anterior permita entender aprobado el texto refundido por silencio administrativo, silencio que, pudiendo darse respecto de la situación del Ayuntamiento y el ejercicio de competencias municipales , no puede jugar respecto de un supuesto de planeamiento pendiente aún de la presentación de un texto refundido con las prescripciones impuestas en su momento y aceptadas por el municipio al no haberlas recurrido.

Por lo que falla anulando los acuerdos municipales y ordenando al Ayuntamiento que en el plazo de dos meses elabore el texto refundido con las prescripciones impuestas  y, lo remita a la CTU para su aprobación o, en otro caso, remita el expediente a la citada Comisión al objeto de que las prescripciones impuestas sean introducidas de oficio por la Generalidad de Cataluña.            .    

J) TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ARAGON

Sentencia de 15 de abril de 2008, dictada en recurso 1084/2002 interpuesto por una mercantil contra el acuerdo del Consejo de Gobierno de Aragón de fecha 25  de junio de 2002 que desestima el recurso de alzada instado contra el acuerdo adoptado por el COTA el 13  de junio de 2002 por el que se aprobó definitivamente la revisión del PGOU  de  Zaragoza.

La recurrente solicitó la anulación de dicho acuerdo, que se reconociera  su derecho y para su parcela en el área de intervención G- 44-1,  de una edificabilidad comercial de 1.935,17m2  y de 2.395,17m2 de viviendas ya reconocidos, además de que se valorará la estructura existente en la parcela y que se incorporará a la futura urbanización como gasto de urbanización a su favor como condición vinculante  dentro de la ficha técnica del área de intervención.

La revisión del plan destina dicha parcela a zona verde, incorporándola al parque Castillo de Palomar con el  fin de permeabilizar el mismo y conectar con la Avenida de Navarra y la estación del AVE. Se prevé su obtención mediante la adscripción a la unidad de ejecución discontinua G-44-1, asignando el correspondiente aprovechamiento urbanístico de forma proporcional a la edificabilidad que tenía reconocida en el PG anterior de 1986 y, que según la ficha técnica estimativamente  corresponde  a 2.395m2 de uso residencial.

La Sala argumenta que el terreno de referencia se segregó sin licencia de parcelación de una finca matriz que había consumido parcialmente la edificabilidad, por lo que el PG 1986 le reconocía una edificabilidad residual que fue  confirmada por sentencia firme con objeto de un recurso planteado contra una denegación de licencia, que pretendía consumir una edificabilidad de 3.457m2, denegación que, fue confirmada considerando que sólo podía aceptarse que quedaba la edificabilidad no consumida.

La pericial practicada en el presente proceso indicó que, estimando adecuado como método para hallar la edificabilidad restante, ante la ausencia de licencia de parcelación, la aplicación de los índices de edificabilidad sobre la superficie de parcela neta de la finca matriz y el posterior descuento de la edificabilidad consumida, en vez de la aplicación por separado de dichos índices a la finca matriz y a la segregada, restaría una edificabilidad de 2.395,17m2 en viviendas y 1.935,26 m2 en otros usos.

De esta manera y, sin acceder a mayores consideraciones, el TSJA anula el acuerdo recurrido en cuanto a la parcela de la recurrente señalando que debe ser el solicitado por el recurrente. 

Sentencias de 24 de julio de 2008, dictadas en recursos nº 43/2005 y 527/2005 interpuestos ambos por la misma entidad mercantil. El primero, contra el acuerdo plenario de Ayuntamiento de Zaragoza de fecha 26/ 11/2004, por el que se aprobó con carácter definitivo la modificación aislada nº 6 del PGOU, por la que se procede a la recalificación como suelo urbano no consolidado, zonificación F, de unos terrenos, creando a tal efecto un área de intervención a desarrollar mediante plan especial. El segundo recurso se interpone contra el acuerdo plenario de 30 de septiembre de 2005 por el que se aprueba definitivamente el Plan Especial de desarrollo del área de intervención creada. Ambos recursos son estimados por la Sala.

La Sala indica que la modificación puntual del PG no es sino consecuencia del convenio de planeamiento suscrito entre el Ayuntamiento y diversos propietarios de terrenos, convenio contra el que también interpuso la aquí recurrente recurso contencioso nº 907/2003 y que ha sido objeto de impugnación, asimismo, en los recursos nº 908/2003 y 910/2003 interpuestos por otras sociedades y, en los que han recaído sentencias el 11, 14 y 17 de marzo de 2008, favorables a los recurrentes, que  han sido recurridas en casación. Asimismo, señala que la recurrente ya interpuso el recurso 594/2002 contra el acuerdo del COTA de 13 de  junio de 2001 por el que se aprobó definitivamente la revisión del PG, en concreto, por la inclusión de un determinado párrafo en la Memoria  en el que se preveía la posibilidad de suscribir en un futuro con determinadas empresas, convenios de planeamiento por los que pudieran mejorarse sus condiciones de aprovechamiento a cambio del traslado de la actividad a un emplazamiento más adecuado y en el que se dictó sentencia firme, desfavorable al recurrente  el 21 de junio de 2007.

La Sala no estima la inadmisibilidad parcial del recurso planteada por el Ayuntamiento por litispendencia o cosa juzgada pero si reconoce la vinculación positiva o prejudicial de la resolución del presente proceso a los anteriores, quedando condicionada por lo adoptado en ellos, sin perjuicio de estar a lo que definitivamente resuelva el TS en los recursos de casación interpuestos. Así, considera que ha de reproducir lo dicho en las sentencias dictadas por las que se anuló el acto aprobatorio del  convenio acogiendo en definitiva las conclusiones del informe pericial de academia practicado en uno de los recursos del que resulta que la solución adoptada para el ámbito en cuestión, y que luego se acoge en la modificación puntual del PG, resultaba contraria a los principios de proporcionalidad y razonabilidad que han de guiar el ejercicio por la Administración de la prerrogativa del ius variandi que ostenta.

En la sentencia dictada en el recurso interpuesto contra el Plan Especial vuelve a reproducir los mismos argumentos  anteriores a lo  añade que, en el presente caso, la anulación por sentencia de la misma fecha de la modificación nº 6 del PG, de la que el Plan Especial es desarrollo, determina necesariamente la anulación de éste al quedar carente del necesario soporte normativo.

Lo señalado conduce a detallar los fundamentos vertidos por la Sala en las sentencias dictadas con ocasión de la impugnación del acuerdo plenario de 19 de mayo de 2003 por el que se aprobó el convenio de planeamiento. Dicho convenio anticipaba una modificación del PG consistente en un cambio de calificación y clasificación de los terrenos a los que afectaba: de urbano consolidado y calificado como de usos productivos, zona A-6 Grado-2, pasaría a urbano no consolidado, zona F( áreas de nueva ordenación en ámbitos vacantes u obsoletos).

Debe señalarse que en el proceso, en fase de prueba, fueron emitidos dos dictámenes periciales uno, por parte de un arquitecto designado por la Sala por el turno establecido y otro, por parte del Colegio de Arquitectos (informe pericial de academia).

El emitido por el Arquitecto designado por la Sala señaló que ningún reparo podía oponerse al convenio a la luz de los principios de racionalidad y oportunidad, en cuanto preveía ordenar la zona mediante plan especial, designio expresado en el plan general, tampoco era cuestionable la densidad y el aprovechamiento urbanístico, cumplía el porcentaje de las cesiones obligatorias para usos dotacionales y recogía la finalidad enunciada en el art. 2 de la LUA del derecho a un medio ambiente adecuado y a una vivienda digna, a los que contribuía la zona verde diseñada en forma de cuadrado y rodeada perimetralmente por los edificios proyectados y, respecto del número de viviendas previstas (2.336) con una concentración de 7.500 habitantes, aún indicando como mejora, la ampliación de viales existentes para acceder a la zona, no suponía tacha de irracionalidad que podría tener mayor calidad urbana con unos parámetros de aprovechamiento urbanístico  inferiores, más acordes con los patrones de calidad ambiental generalmente admitidos.

Sin embargo, el informe de academia del Colegio de Arquitectos comenzó por negar  que la ordenación residencial propuesta pudiera ser calificada como racional porque no respondía a ninguna planificación previa, continuaba señalando que, sólo respondía a los intereses de las industrias promotoras del mismo y no al general, eligiéndose para ello, para la aprobación del convenio, el momento en el que las plusvalías expectantes de la recalificación de los terrenos afectados se equilibraron con costes de traslado de aquellas industrias. Asimismo señaló que los módulos de reserva previstos en el convenio eran inferiores a los previstos en el Decreto autonómico 52/2002, de 19 de febrero al haber tenido en cuenta estándares fijados para el suelo urbanizable.

A la vista de los dos dictámenes periciales contradictorios, la Sala se inclinó por el colegiado de conformidad con el art. 348 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Q) TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CASTILLA Y LEON

Sentencia de 18 de abril de 2008, dictada en recurso nº 172/2006 (RJCA 2008\351).

Es objeto de recurso la Orden de 10/3/2006 de la Consejería de Fomento por la que se aprueba la Revisión del PG  de Soria en el concreto extremo en que se declara como suelo no urbanizable con protección cultural el suelo comprendido en la zona situada al este de la ciudad conocida como monte de las ánimas, al entender que dicho suelo debiera haberse clasificado como suelo urbanizable no delimitado.

El principal motivo de impugnación es que dicha clasificación no se ajusta ni a lo dispuesto las leyes de urbanismo y Patrimonio cultural  de Castilla León porque tales bienes no han sido declarados patrimonio histórico o cultural por lo que no procede su inclusión con tal protección en el PG, máxime si se tiene en cuenta que había sido iniciado un procedimiento para la declaración del bien como de interés cultural y estaría caducado además de que, falta motivación y justificación de la clasificación en la Memoria del PG y en las normas urbanísticas.

El TSJ indica que a la luz de la normativa aplicable, dos son las vías por las cuales puede llegar a clasificarse y categorizarse un determinado suelo rústico con protección cultural: una, relativa a los terrenos ocupados por bienes de interés cultural ya declarados, en proceso de declaración así como los entornos de protección o, relativa a bienes catalogados por los instrumentos de planeamiento o por la legislación de patrimonio cultural y, otra, la vía que permite al planificador cuando lo estima necesario proteger un terreno porque se ha acreditado que concurren valores culturales, presentes o futuros.

En el caso presente, la Sala señala que por resolución del Presidente de la Junta de Castilla y León, el 15 de junio de 2006( tres meses después de aprobarse la revisión del PG), se declaró bien de interés cultural, con categoría de conjunto histórico, la margen izquierda del río Duero en Soria en cuya delimitación territorial y espacial queda incluido el monte de las ánimas.

Que en el PG  y, en concreto en la Memoria se hace referencia  a que en dichos terrenos concurren valores culturales necesitados de protección, por lo tanto, aunque la declaración como BIC se encontraba en tramitación, no impedía la clasificación por el PG que se impugna sino que más bien ésta corrobora que los valores culturales que pretenden protegerse con dicha clasificación eran preexistentes y, por ello, necesitados de protección, motivos  que conducen a rechazar la pretensión formulada por la actora de que fuera clasificado como urbanizable no delimitado.

III) OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES

Proyecto de Ley de Urbanismo de Aragón. Aprobado por el Gobierno de Aragón el 21 de octubre de 2008, remitido a las Cortes de Aragón, publicado en el BOCA núm 88 de 6/11/2008, corrección de errores en la publicación BOCA núm 89  de 11/11/2008.

Proyecto de ley de Ordenación del Territorio aprobado por el Gobierno de Aragón el 21 de octubre 2008, remitido a las Cortes de Aragón, publicado BOCA núm 89 de 11/11/2008.
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